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SENTENCIA

la sigu¡~nte

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Manuel Garcia-Pelayo y Alonso. Presidente, y don Angel
Latorre Segura, don Ma.nuel Diez de Velasco Vallejo. doña
Gloria Segué Cantón, don Rafael GÓmez·Ferrer Morant y don
Angel Esc{¡dero del COITal, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

E.n el recurso de amparo número 19/1982, interpuesto por
don Antonio VUlalobo8 Roig, representado por el Procurador
don Argimíro Vázquez Guillén. bajo la dirección del Letrado
don Ricardo Peralta Ortega, contra sentencia del Tribunal Cen­
tral de Trabajo de 19 de febrero de 1982. En el recurso han
comparecido el Ministerio Fiscal y la Empresa &Ford España.
Sociedad Anónima.-. representada por el Procurador don Gon­
zalo .Castelló y Gómez-Trevijano, bajo 1& dirección del Letrado
don Vicente Peiró Romero, y ha sido ponente el Magistrado
don Rafael Gómez-Ferrer Morant. quien expresa el parecer
de la Sala..

cuada del artículo 227 de la Ley de Procedimientó Laboral y
que, en todo caso. viene a desconooer el derecho de carácter
fundamental de representación sir.dioal. que es tanto del rt~

presentante como de los electores a ser representados por el
elegido, derecho que no puede quedar suspendido por lá vo­
luntad unilateral de una empresa, y en tal sentido se pronun­
ciaba ya el Decreto de Garantiaa Sindicales 197811971, de 23 de
julio {artículo 6. 11I,80), El segundo argumento de la seQ,tencla
impugnada se basa en la posibilidad de transferencia del de-­
racho de representación a otros trabajadores, afirmando que
tal posibilidad no puede depender de la simple voluntad. em­
presa.rial como sucedería en este caso por lo que se vulnera·
el articulo 2 del Convenio 98 de la OlTque prohibe toda inje~
rencia empresarial en los derechos sindicales.

4. Por providencia de S de mayo de 1982, se acuerda ad­
mitir a trámite la demanda y requerir atentamente al Tribunal
Central de TJ1l,baJo y • la Magistratura número 9 de Valencia.
para la remisión de 188 actuaciones y emplazamiento de quitr
nes fueron parte en el proceso. En S'g virtud se persona en el
expediente el Proeurad.or don Gonzalo Castelló y Gómez-Trev1~

jano, en nombre y representación dé cFord España, S. A._, al
que se tiene por personado mediante providencia de 18 de junio
de. 1982, por la que se acordó asimismo tener por recibidas las
actuaciones y otorgar un plazo común de veinte dias a las.
partes y al Ministerio Fiscal para alegaciones,

5. Por escrito de 25 de junio de 1982, el Ministerio Fiscal
solicita que se proceda a desestimar· el amparo solicitado, fun~

damentalmente por entender que la calificación realizatifl por
el Tribunal Central de Trabajo sobre la situación del trabajador
despedido durante la tramitación del recurso no deja margen
para un replanteamiento del tema§n vía de amparo.. Tal situa­
ción no puede hacerse equivaler a un vinculo emanado de una
relación laboral regenerada, lo que conllevaría 1& recuperación
de los derechos de representación sindical, siendo, pues, 1& falta
de vinculo laboral la que determina automáticamente el decai­
miento de tales derechos, 110 existiendo otra consecuencia ju­
rídica posible durante la tramitación del recurso que las ex­
presamente previstas poi' los articulas 22:1 y 228 de: la. Ley de
Procedimiento Laboral.

6. La representación de cFord Esp&da. S. A._, formula· es­
crito de alega.cio~es en el que 'como motivo único de oposición
al recurso alega la excepción procesal de falta de personalidad
del actor por carecer de ias calidades necesaria:¡ para compa­
recer en este proceso con el carácter de demandante, de con­
formidad. con lo dispuesto en el articulo SO de la ~y Orgánica
del Tribunal Constitucional. en relación al articulo 533, 2. 11I de
la Ley de Enjuiciamiento Civil, que rip como supletoria; ex­
cepción que concreta en el 'Julllico, en el sentido de que de~

cIare la inadmisibilidad de la p,r&tensi6n por carecer de legiU­
mación y postul-ac1ón procesal el demandante.

En efecto, continúa la representación de .Ford España-, como
requisito subletivo de la .pretensión procesal se encuentra el
que la misma habrá de deducirse por quien tenga capacidad •
procesal, legitimación y postulación procesal (artic.ulo 81 de
la tOTC), y en el caso de autos don Antonio Villalobos Roig ca.­
rece de legitimación y postulación procesal necesaria para in­
terponer la demanda. por cuanto en fecha 30 de abril de HIS2.
y por razones que no son del caso exponer, diCho demandante
y ..Ford Espai1a, S. A.-, llagaron al acuerdo de reacindir la re­
lación laboral que lea unta, ofreciendo aquél su baja en la
plantilla de la Empresa a cambio de la indemnización acordada
y recibida de un millón veintitrés mil setecientas setenta y una
pesetas. de conformidad todo ello con lo dispuesto. ep. el ar­
ticulo 49 de !a Ley 9/1980, de 10 de marzo. Estatuto de loa Tra­
bajadores. que prevé como causa de extinción del contrato de
trabajo el mutuo acuerdo entre ·las partes y la dimisión del tra-.
bajador. 1

En definitiva.· la acción esgrimida por el actor ern9.na de
la reladón laboral que existió. entre ambas partes del con~

trato de trabajo. y al haberse resuelto por una causa determi­
nada en la Ley carece de todo sentido la continuación del re­
curso, que debe declararse inadmisible al concurrir el supuesto
señalado con la letra b) del apartado uno del artículo 50 de
la LOTe, es decir, al ser la demanda presentada defectuosa
por carecer de los requisitos legales y tratarse, ademAs, de un
defecto insubsanable.

La representación de .Ford Espafta, S. A.-, acompaña los d~
cumentas que acreditan lo expuesto y solicita la práctica de
prueba. .

7. En 15 de julio de 1982 1& representación del actor formula
escrito de alegaciones en que reitera las contenidas en la de­
manda. insistiendo especialmente en la necesidad de interpretar
y aplicar el .lrticulo 28.1 de la Constitución, conforme resulte
de los acuerdos de la orr. Considerando el· comportamiento em­
presarial de impedirle el acceso al centro de trabajo, pe.J8 a su
condición de miembro del Comité de Empresa, como acto de
injerencia prohibida por el articulo 2 del convenio número 98
de la OTT. .

8. Por Providencia de 23 de ,ulio de. 1982, al amparo de lo
dispuesto por el artículo M de' la LOTC. la Sección acuerda oir
a las partes por plazo común de diez días en relación al motivo
de oposición alegado por la representación de cFord España,
Sociedad Anónima_. En la misma Providencia se indicaba que
en cuanto a la. petición de prueba, en su momento se acordaría
10 procedente. _

9. Por escrito dfil 7 de .septiembre de 1982, el solicitante der
amparo entiende que procede acordar la continuación del pro~

Sala Primera. Recurso d& amparo número 79/1982.
Sentencia n.ár.'16TO 83/1988. de 82 de diciembre.1583

L ANTECEDENTES

1. En 11 de marzo de 1982, el Procurador 'don Argimiro Váz­
quez Guíllén, en nombre de don Antonio V1l1a.lobos Roig, pre-­
senta. demanda. de amparo contra sentencia del Tribunal Cen­
tral de Trabajo de 19 de febrero de 1982, por la que se estima
el recurso de suplicación número 2901/1980, interpuesto por cFord
España, S. A._, cohtra la ·sentencia número _26011979. de 1&
Magistratura nÚMero " de Valencia. de 14 de diciembre, con
la pretensión de que se dicte" sentencia otorgando el a.mparo
que se solicita en cuanto a; Al Declarar que la conducta de
cFord Espada, S. A.-, de negar aJ demandante el acceso al cen~

tro de trabajo O imposibilitarl. &1 ejercicio de sus facultades
de representación de los trabajadores e8 nula. Bl Reconocer· el
derecho del actor. al ejercido pleno de sus funcione.s de repre­
sentante de 108 trabajadores mientras se sustancia el recurso
de casación interpuesto por la Empresa contra la sentencia
declaratoria de 1& improcedencia de 'su despido. Cl Reconocer
al solicitante del amparo el derecho a que se le restablezca en
la integridad de sus funciones de representación. para lo cual
le deberá ser fac1lltado el ac~eso al centro de trabajo, con todo
lo demás que proceda para el eficaz cumplimiento de su mi­
sión.

2. Loa antecedentes que exPQDe la p8l'te actora son los al­
guientes: el actor prestaba servicioe desde octubre de 1976 como
ES"lecialistn para la Empresa cFord. Espada, S. A.-, en el centro
ele Almusaies, habiendo sido elegido miembro del Comité de
Empresa por 1& candidatura de la Central Sindical de Com1aion81
Obreras; ostentando- dicha representación. en 23 de marzo de
1979 fue despedido- por la Empresa y dicho despido fue· dec1&­
radJ improcedente QOr sentencia de la Magistratura Provincial
de Trabajo nÚMero 1 de Valencia. de 23 de mayo del mismo
año. que fue objeto de r84;:u1'9o de casación. aún no resuelto,
preparado ., formalizado por. cFord Espait&. S. A.-; de confor­
midad con el articulo 227 del texto refundido de la Ley de Pro­
eedimi~nto Laboral. la Empresa comunicó al actor que durante
la tramitación del recurso optaba por abonarle la retribución
sin que· por el mismo se prestaran serVicios, como asf ha venido
haCiéndose; asimismo 1& mencionada Empresa ha negado al
señor Villalobos Roig ~l acceso al cen~o de trabajo y el ejer­
cicio de las facultades de representación de loa trabajadorea.
Ante esta situación el señor Villalobos formuló demanda que
fue resuelta por la Magistratura de Trabajo número 9 de Va­
lencia. en 14 de diciembre de 1979. declarando el derecho del
actor a ostentar y ejercer sus funciones ele representante de los
trabajadores mientras se sustancia el recurso de casación an­
tes mencionado; e interpuesto recurso de suplicación por 1&
Empresa, el Tribunal Central de Traba.jo dictó la sentencia aqui
impugnada, estimatoria del recurso.

3. En cuanto a los fundamentos jurídicos de sU pretensión,
el "l.ctor se refiere al articulo 28, apartado 1 de la Constitución
en relación con los Convenios 87, 98 Y 135 de la OlT (todos ellos
ratificados por nuestro pais) que han de servir como elementos
d,e interpretación de conformidad con lo dispuesto en el ar­
tIculo 10, apartado 2, de la, propia Constitución. La actitud
de la Empresa de negar al actor el acceSQ al centro de trabajo
y d~ ImposibUitarle el ejercicio de laS facultades de represen­
taclOn de los trabajadores ~moseñala la sentencia de Ma­
gistratura- supone a su juido una negación radical de 188
f~cultades de representación que constituyen contenido sustan­
CIal del derecho de libertad sindical, y. a su vez, implica un
acto ae injerencia empresarial en la actividad sindical de loa
trabajadores contraria al mismo derecho.

La afirmaci6n anterior, prosigue la· representaci6n del ae­
toro no queda desvirtuada con el doble fundamento que, a tal
ef~cto, se utiliza en la sentencia del Tribunal Central impug­
nada. En ptimer lugar. el relativo a que en tanto se sustancia
e! r~curso c~ntra una sentencia declaratoria de la improceden.
ela riel despIdo el contrato de trabajo se encuentra suspendido
salvo en un elemento fundamental que es la retribución tesis
qUe a juicio del recurrente supone una interpretación lnade-
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ceso y resolver· de acuerdo con aUs pretensiones. A tal efecto
seftala que no puede a.cogerse la excepción de falta de legitima­
ción, ya- que la Ley la es~ablece en favor de quienes han sido.
parte en el proceso judiclal correspondiente (articulos f6 y -4"
de la LOTe). calidad que concurre en el señor Villalobos Roig.
El acuerdo entre el mismo y 1& Empresa, a 6U juicio, no puede
conducir a negar la legitimación, de acuerdo con lo dispuesto
en el mencionado artículo· «. EJ Tribunal Constitucional -afir­
ma- ba entendido que el recurso de amparo carecía de objeto
en los supuestos en que la sentencia del mismo podía cons~

tituir un perjuicio o que la violación denunciada había sido
8ubsanada, pero 8s claro qUe ninguno de tales supuestos se dan
en el presente caso

La parte actora señala. por último, que el acuerdo entre el
solicitante del amparo y la Empresa sólo puede tener efectos
en orden a que por el Tribunal, -en IU caso, se dicte sólo aque~
Has términos de un fallo estimatorio compatibles con el cese
del señor Villalobos Roig, y simultAneamente orientados a anu­
lar la viola<:ión que indudablemente existió en un derecho fun­
damental.

10. Entre las actuaciones remitidas a este Tribunal es de
interés sefialar que la sentencia número 260 de 1979, de -14 de
diciembre. dictada por el Magistrado Provincial de Trabajo nú­
mero 9 de los de Valencia, contiene el siguiente resultando de
hechos probados:

.1.0 Que el actor don Antonio Villalobos Roig con antigüe­
dad de octubre de 1976 y ca.tegoria profesional de Especialista,
ha venido trabajando por cuenta y orden-de la Empresa "Ford
Espafia. S. A ... , con domicilio en Almusafes, y dedicada a la
fabricación de automóviles.

2.° Que el actor es representante sindical elegido por los
trabajadores de la empresa y miembro como tal del Comité de
Empresa.

3.° Que Con fecha 23 de marzo ·del979 la Empresa deman­
dada procedió a despedir al actor, despido qu<.. por Sentencia
dictada el dia 23 de mayo de 1979 por el jlustrisimo seftor Ma,...
gistrado 'de Trabajo de la Magistratura número 1 de las de
esta provinci.:::. fue declarado improcedente condenando a la
demandada también hoy en este procedimiento a que readmi­
tiera en su 'Puesto de trabajo al actor en idénticas condiciones
a las que regían antes de producIrse el despido,. sin que -quepa
su sustitución por la indemnización de perjuicios.

4.o Que habiéndose interpuesto recurso de casación contra
la Sentencia r. que se ha hecho referencia en el apartado ante­
rior de esta resultancia fáctica por "Ford España, S. A.", se
instó por el hoy actor la ejecución provisional de la sentencia,
optando la demandada :condenada por satisfacerle sus retribu~

ciones sin compensación alguna.
5.° . Que la Empresa demandad-a ha negado al actor su &C.

ceso al centro de trabajo asi como le ha imposibilitado el ejer~

cicio de sus facultades de representación de los trabajadores.-

Dicha sentencia estima la demanda formulada por el sefior
Villalobos Roig contra la Empresa "Ford Espafia, S. A." Y de­
clara el derecho del actor a ostentar y ejercer sus funciones de
.representante de los trabajadores mientras se sustancia el re·
curso de casación interpuesto por la mencionada Empresa con~
tra la· sentencia por la qve se declaraba improcedente el des~
pido de aquél.

.Ford España. S. A.- interpuso recurso de suplicación contra
la sentencia transcrita (Rec. número 2M/19S0), que fue resuelto
por la sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 19 de fe~

brero de 1982, aqui impugnada. que estimó el recurso de su­
plicación, revOcó la resolución recurrida.Y absolvió a la deman~

dada recurrente de la pretensión deducida en su contra.
11. Por Providencia de 10 de diciembre de 1982 se señaló para

votación y fallo del present.e recurso el día 15 siguiente. En tal
dia se deliberó y votó. -

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El presenle recurso es idéntico en su plan teamlento, y
en las cuestiones que susqta, al del recurso de amparo nú·
mero 73/1982, que hemos ya resuelto por sentencia .de 20 de
diciembre de lQ82. La única diferencia es la relativa a si el
mutuo acuerdo entre el solicitante -del amparo y la Empresa
en orden a la extinción de la relación laboral ha dadó lugar
& la aparición de una causa de inadmisión del recurso, qua· en
er actual estado procesal sería de desestimación, consistente en
carecer el demandante de legitimación y postulación procesal.

En relación con este punto hemos de afirmar que no puede
sostenerse --como hace la Empresa .Ford España. S. A.-- que
concurra el motivo de inadmisión del articulo 50, 1, b, de la
Ley OrgániCa del Tribunal Constitucional (LOTC), ya que el
acuerdo trabaJador-empresa es de 30 de abril de 1982 (antece­
dente 6), Y la demanda se presenta en 11 de marzo de 1"982, por
lo que es claro que la demanda formulada con anteríoridad no
puede ser defectuosa en aquel momento por razón de un acuer­
do posterior. El problema se circunscribe, por tanto, a deter~

minar en qué medida el mencionado acuerdo puede incidir en
el recurso da amparo y, en concreto, a si debe dar "lugar a su
desestimación. -

Para ello, no podría aduclrse Que la voluntad de las partas
--cualquiera que fuese su relevancia procesal- era poner fin
al recurso de amparo, porque es lo cierto que para nada se
alude a este extremo en el texto del acu,erdo empresario-traba­
Jador, y por otra parte, tampoco nos encontramos ante un su·

puesto en que se haya restablecido el derecho fundamental,
lo que lleva consigo el reconocimiento del f'I1ismo y la remoción
de la decisión que impedía su efectividad, en cuyo caso ca~

recerLa de sentido dictar una sentencia sobre el fondo, que
no aportaria novedad alguna.

De lo que se trata es, 1ustamente, de determinar si dada
la función que cumple el recurso de amparo procede o no en­
trar' a decidir sobre el fondo cuando ya no se va a pod~r res·
tablecer al solidtante en el ejerCIdo del derecho fundamental,
ya que los derechos de l'E"presentación de los trataiednres
-como indicamos en la sentencia del recurso número 73/1982­
requieren la existencia de una relación jaboral qUe en este
caso se ha extinguido.

2. Planteada así la cuestión. para ·determinar la función que
cumple el recurso de amparo cuando Se diripe contra re,>o¡u~

ciones de órganos judiciales, debemos referirnc~ al articu la 54
de la LOTC q\Ut establece que. en tal supuesto, la Sala .. tjr.Jitará
su función a concretar si Se nan 'violado derechos o libertadES
del d-emandante y a preservar o. restablecer estos derE:chos o
libertades~, y al artículo 55, 1, que establece que:

.La sentencia que otorgue el amparo .contendrá alguno o
algunos de los pronunciamientos siguientes:

al Declaración de nulidad de la decisión, acto o resolución
que hayan impedido el pleno ejercicio de los derechos o liber­
tades protegidos, con determinación, en su caso, de la extensi6n
de sus efectos.

b) Reconocimiento de1 derecho o libertad pública, de con­
formidad con su contenido constitucionalmente declarado

el Restablecimiento del recurrente en la integridad de> 'su
derecho o libertad con la adopción de las medidas nt;'ce.,arjas,
en su caso, para su conservaclón.-

La lfctura del precepto transcrito evidencia que la sentencia
que se dicte ~n amparo no tiene por qué contener todos y cada
uno de los pronunciamientos reláclonados en el mismo, SIDO
que basta que contenga alguno de ellos. Y en el pt:esente caso,
sin perjuicio del acuerdo trabajador-Empresa, podrIamos de­
clarar la nulidad de la resolución impugnada y reconocer el
derecho del actor a ejeroer su función de representante de los
trabajadores mientras Be tramIta el recurso de casaci9n contra
la sentencia de la Magistratura que declaró improcedente su
.despido, con independencia ~mo deciamos en el Fundamento
Jurldico último de la sentencia recaída en el recurso 73/1982­
de que el- dElk'echo de actor. a ejercitar BUS funciones de. re­
presentante de los trabajadores haya podido decaer por otras
causas, como puede ser la expiración del tiempo por el que
fue elegido o, en el presente caso, como conset:uencia de la
extinción de la relación laboral.

En conclusión, en la medida en que ~l señor Villalobos Roig
ejercita unas pretensiones susceptibles de ser acogidas en "81
recurso de amparo, resulta claro que tal acuerdo no produce
una carencia de legitimación y postulación procesal en el de·
mandan~, mé.xime cuando el objeto del recurso es una sen·
tancia del Tribunal Central de Trabajo, por lo qUe están le·
gitimados para impugnarla quienes, como el actor, fueran par­
te en el proceso (articulo 46, 1, b), LOTO; sin que deba olvi­
darse tampoco qUe el recurso de amparo no sólo es una garan­
tía para los derechos fundamentales y libertades públicas de
lDi recurrentes, sino qu~ cumple también la finalidad de ga­
rantizar el orden jurídico y, en concrato, la observancia de la
Constitución. .. '

3. Una vez dese!timada la causa de inadmislón deducida,
debemos poner de manifiesto otra vez qUe la cuestión juridica
planteada es Idéntica a la resueJta por reciente.... sentencia de
esta misma Sala de 20 de· diciembre de 1982, recaida en' el re­
curso de amparo número 73/1982, por lo que debemos remitir
a los Fundamentos Jurídicos de la misma.

Sin perjuicio de lo anterior, y con la necesaria brevedad,
conviene señalar que la cuestión de fondo se circunscribe a
determinar si la resolución impugnada ha vulnerado o no el
articulo 28, 1,· de la Constitución, al no reconocer al actOr el
derecho al ejercicio de las funciones de representante de los
trabajadores durante el tiempo qUe transcurra- entre la sen­
tencia de la Magistratura declaratoria de la improcedencia de
su despido. y la. que dicte el Tribunal Supremo en el recurso
de casación interpuesto contra la misma. Y más en concreto,
si la aplicación del articulo 227 d.el texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral, en la forma efectuada por la sen·
tancia objeto del recurso, vulnera o no la libertad sindical re­
conocida en el mencionado precepto de la Constitución.

Para resolver la cuestión planteada debe interpretarse el
alcance del derecho de sindicación y de la libertad sindica.l
reconocidas en el mencionado precepto de acwtrdo con los con·
venias ratificados por Espafta, según sefiala el articulo 10, 2,
de la propia Constitución. Y a tal efecto, debe recordarse que
los convenios de la OIT alegados y en es~ecial el artículo 1 del
número 98 y del 136, establecen el prinCIpio de que los _rcpr~­
sentantes de los trabajadores deberán gozar de protecclOn efi­
caz contra todo acto que·pueda perjudicarlos por razón de sus
activida.des, incluido el despido, siempre que actúen· conforme
a las Leyes, contratos co:ectivos y otros acuerdos comun ss e~

vigor. Este régimen e~pecial.de protección, que no e~ ~m de~l·
nitiva más que una aplicación del principio de no Inj"r,?ncla
del empr~sario en la actividad de los representantes en cuanto
tales, reflejado en el articulo 2 del Convenio 98 de la OIT>. se
traduce en nuestro Derecho en un régimen especial de deSpldo
en virtud del cual éste no puede llevarse a ·cabo -en últImo
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término- por voluntad del empresario. Pues, en efecto, en el
,caso de los represeDt.ant~s legales de los trabajadores, .s. dife­
renCIa d~ lo que sucede en el régimen general, el desPIdo 1.m­
proc':dente no da. lugar, en definitiva, ft, la existencia de una.
facu~tad empresarial de sustituir la readmisión por una in­
demnlzEtci6n, sino qUa el derecho de apcióncorresponde al
tratajador, de acuerdo con el articulo 122 del texto refundido
de Procedimiento Laboral y artículo 56. 3. del Estatuto de los
TraiJajadores. sustancialmE'nte idéntico por lo demás al ar­
ticulo 37. 6, del Real Decreto-ley 171lm. de -4 de.marzo. sobre
relaClon~s de trabajo. vi6ente en- el momento de Producirse los
h~..:hos.

E::; d~.;cir. que eo el caso, de los ~presentantes síndicales.
como con:')t;lcuencia del d¿recho fundamentaJ de sindicación y
de Hi ;ibertad sindical, interpretados de acuerdo con 108 Con­
v~n l:)S intErnacionales ratificados por España, la relaciÓn la­
borEl ~ ·no ¡)ueda ser exting·uida por el empresario por su vo­
luntad, a diferencia del régimen g~neral. precisamente para
facil!tar el ejercicio de los d(:rechos de representación. Por lo
qua siendo esto asi, es claro que en relación a los representan­
tes :'lUdicales no se ajustaría a la Constitución una interpreta.­
ción del artículo ?Z1 del mencionado texto refundido. en co­
neXlún con el 212 del propio texto y 56, 3. del Estatuto de los
Trabajadores, que entendi~ra que el empresario .que. ejercita su
o-pcicn en sentido contrario a la prestación de servIcios por el
traiJajador representante síndical está decidiendo de forma uni­
lateral que tal representante no puede ejercer sus funciones en
el p .nodo que media hasta que S6 produzca la sentencia en el
recurso de casaci6n. cuando el despido haya sido ya declarado
il"RplOCedente por Magistratura, porque ello llevaría a reconocer
un poder de injerencia decisivo del empresario en el ejercicio
de las funciones del representante, en cuanto tal.

Frente a esta conclusión no podría argüirse fundadamente
que los derechos de representación dependen de la realización
efectiva de la prestación laboral, ya que existen .supuestos que
evidencian lo contrario, como demuestra. por ejemplo, la eXIS­
tencia del derecho de huelga. 10 "que si debe afirmarse es que
los derecho! de representación sindical eIJ. la Empresa no pueden
estimarse como una situación autónoma a la previa existencia
de una relaci6n de· trabajo. Pero en el caso de los representan­
tes ·sindicales. en que s-egún hemos visto el empresario no pue­
de optar por exUnguir unilateralmente y por su voluntad libre
la relfl.ci6n laboral. una vez declarado improeBdente el despido
hay qUe afirmar qUe la obligación que le impone el articulo 227
de abonar la retribución, en todo caso, opte o no Por la pres­
tación de servicios, acredita ta existencia de una relación de
trabajo. cualquiera que sea la configuración doctrinal por me­
dio de la cual pretenda explicarse coherentemente; y existi~ndo

tal relación, ha de concluirse que subsiste el derecho de repre·
aentación sindical, dado su carácter, sin que pueda entenderse
suspendido sobre la base de la interpretación de un precepto
Que no impone tal suspensi6n.

4. De acuerdo con las consideraciones anteriores. hemos de
llegar a la conclusión de que la resolución impugnada al revocar
la de Magistratura que declaró el derecho del actor a ejercitil.r
sus funciones de representante de los trabajadores en loa tér­
minos antes expuestos (antecedente 10', no se ajusta al articu­
lo 28. 1, de la Constitución, que reconoce el derecho de sindi­
caclón y la libertad sindica.l, interpretado de acu~rdo con los
acuerdos internacionales sobre estas materias rat:f:cados ¡Jor
España. tal y como preceptúa el articulo ID•. 2, de 1& propia
norma fundamental. Por lo que. en consecuencia, procede dEr
clarar ia nulidad de sen.tencia objeto del presente recurso.

Sentado lo anterior. y partiendo del articulo 55, 1, de la LOTC.
antes transcrito y comentado. para decidir el fallo hemos de
tener en cuenta diversos extremos, como son los sigui_mtes: En
primer lugar. que el ObJeto del recUrso ea -la sentencia impug­
nada. ¡:,or lo que hemos de decidir sobre su constitucionaiídad.
y no sobre la validez o· nulidad de ,a actuación de la Empresa.
c?mo. pretende el recurrente (antecede:lte 1, Al; en segundo
termmo. que en el proceso laboral Sto ha discutido y decidido

Pleno. Recurso de inconstttucionaUdad números 108
y 1(]Q/82 acumulados. Sentencia númerg 84/82, de
23 de diciembre.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por don
Manuel García--Pelayo y Alonso Presidente· don Jerónimo Aro­
za~ena Sierra.. don Angel Latorre Segura, 'don Manuel Diez de
Ve.a."'co ValleJO; don Francisco Rubio Llorente doña Gloria
Begué Cantón. don LUis Diez· Picaza, don Fran~lsco Tomás y
Vah<>nte, don Raf.ael Gómez-Ferrer .Morant. don Angel Escudero
del ~orral y don Antonio Truyol Serra, Magistrados. ha pro­
nunCiado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

E~ el recurso de~const~tucionalida.d.números 100 y 109/82.
acull.:..l.tld~s" promo-ddos, respectivamente, por el hlrlamento
d.e Cataluna. representado por su Presidente.s el Coo-:.C¡O Eiecu­
tlVG de la Generalidad de Cataluña. representado por 61 Abogado
don Manuel Maria. V1cens i Matas, cop.tra el artículo 28 de la

única y exclusivamente acerca del derecho del actor a ejercital"
sus funciones de representante de los trabajadores. por lo que
la sentencia aquí impugnada únicamente habrá podido' vulnerar
de modo directo e inmediato el articulo 3S, 1, de la Constitución
en cuanto revoca la sentencia de Magistraíura que declaró el
derecho del actor a ejercitar tales funciones, sin que por tanto
nuestra sentencia, de acuerdo con el articulo 44-, l. b), de
la LOTC. pueda contener un pronunciamiento de cari.cter máa
amplio en torno a los derechos del señor VUlaIobos Roig; por
otra parte. nos encontramos anta un supuesto en el que el objeto
del proceso antecedente es justamente el relativo a la determi­
nación del alcance de un derecho fundamental, por lo que el
reconociminto del derecho cumple aquí los mismos efectos Que
segunda sentencia de t;,asaci6n -si bien únicamente desde la
¡>srspectiv& de la constitucionalidad-f es decir, Q.ue una vez
declarada la nulidad ,de la sentencia impugnada, y reconocido
el derec.ho objeto del proceso, no procede que el Tribunal Central
dicte nueva sentencia: dado que DO podría aportar novedad
alguna; en definitiva, .como la valoracIón del derecho fundamen­
tal sólo es imputable a la resolución impugnada en cuanto
revoca la de Magistratura -que no fue impugnada por él
actor-, los pronuncianúentos del fallo. vienen a restablecer la si",
tuación existente como consecuencia de· dicha sentencia.

En fin, el reconocImiento del derecho del Señor Villalobos
Roig a ejercitar sus funciones de representante de .los trabaja­
dores mientras se sustancia el recurso de casaci6n interpuesto
por la Empresa -Ford Espa:fl.a, S. A.", contra la sentencia que
declara improcedente el despido, ha de interpretarse en el con­
texto en que se produce, es decir. sin perjuicio de que el ·repre.
sentante haya podido decaer $n sus funciones- por otras causaS,
como, por ejemplo, la expiración del tiempo para el que fue
elegido, o. 'como suceas en el presente caso, el acuerdo de extin­
ción' de la retación laboral entre el trabajador y la Empresa,
porque a partir de dicho acuerdo y extinción decae el derecho
d~l repres~nta11te de los trabajadores cuya· existencia -según
hemos señalado- requiere la de una relacIón laboral.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONCEDE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAl'lOLA.

Ha decidid,,:

1.' Estimar en parte el recurso de amparo y. a tal efecto:

a) Declarar la nulidad de la sentencia del Tribunal Central
de Trabajo impugnada, de 19 de febrero de 1982, recaida en el
recurso de suplicación l.umero 294J80, con los efectos precisados
en el úitimo fundamento jurídico de esta sentencia.

bJ Reconocer que don Antonio VilIalobos Roig tuvo derecho
a ejercitar sus funciones de representante de los trabajadores
mlentras se sustancia el recurso de casaci6n interpuesto por. la
Einpresa _Ford Espai\a, S. A... contra la sentenCia de Magis­
tra,tura Provincial de Trabajo núm~ro 1 de Valencia de 23 de
mayo de 1979. por la que Sé declaro improcedente su despido;
todo- ello, .en los mismos términos contenidos en el fallo de la
sentencia número 260/79. de 14 de diciembre, ~ la Magistratura
de Trabajo número 9 de Valencia, y con el alcance temporal
qUe se precisa en el ultimo fundamento juridico de la presente
sentencia.

2. Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publiques8 en el _Boletín Oficial deJ Estado".

Ma'drid. 22 de diciembre de 1982.-Fit;mado: Manuel Garcfa­
Pelayo y Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Ve.­
lasco Vallejci.-Gloria Begué Cantón.-Rafael G6mez-Ferrer Me­
rant.-Angel Escudero del Corral.-Rubricados.

Ley 44/1981. de 26 de diciemb·re. de Presupuestos Generales del
Estado pera 1982. Ha. sido parte el Abogado del Estado; en re­
presentación del Gobierno, y ponente ei Magistrado don Fran­

'cisc.? Rubio Lll?rente, quien expresa el parecer del Tribunal.

1. ANTECEDENTES

1. Por sendos escritos de 24 y 27 de marZO del presente año,
respectivamente, el Parlamento de Cataluf1a y la Presidencia
del Consejo Ejecutivo de la Generalidad interpusieron recursos

. de inconstitucíonalidad contra. el artículo 28 de la, Ley 44/1981,
de Presupuestos Generales del Estado para 1982.

Admitidas a trámite estos recursos el día 1 de abril siguien­
te y habié.ndose dado traslado de 105 mismos a ambas Cámaras
de las Cortes Generales y al Gobierno. se personó en nombre
de este último el Abogado del Estado. que solicitó 18 acumula­
ción de ambos recursos. Por prOvidencias de 15 de abrtl, la Sec­
ción Tercera de este Tribunal concedió a los recurrentes un pla.­
zo de diez días para que alegaran Eobt"e tal solicitud. con la
qUoe ambos mostraron conformidad. Mediante auto de 13 de
mayo se acordó la acumulación. y, dentro del plazo en el mismo
fijado. el Abogado del Estado presentó alegaciones en nombre
del Gobierno.


